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dar ch-!l reqUirió al expresado Juzgado, en virtud de los propIOs 
fundamentos esgrimidos antes por la Corporación municipaL 

, '1 que previo el informe fiscal, que manifestó ser este asunto 
repetición de otro anterior, en el que también eran partes la 
señora Collell Perromán y el Ayuntamiento' de Ogassa, por ha­
ber promovido aquélla interdicto de retener y recobrar la po­
sesión contra determinadas actuaciones de hecho del repetido 
Ayuntamiento, el Juzgada, en catorce de enero de mil nove­
cientos cincuenta y nueve, dictó auto declarándose competente 
por entender, en sintesis, que a él le corresponde la tramitación 
de los juicios instruidos al amparo del articulo cuarenta y uno 
de la Ley Hipotecaria, resolución que fué tomada previa audien­
cia de las partes,. por las cuales se manifestó, en lo que respecta 
a la señora COllell, que su reclamación no se dirige contra el 
AyuntamieI)to, sino contra la razón sodal «Canadell y PUjo!»; 
que si bien es cierto que la Ley de Régimen Locar autoriza a 
los Ayuntamient,os a defender los caminos públicos, no di¡:e que 
ello haya de hacerse tuera de la via judicial ordinaria, y que 
existe a su favor la sentencia de febrero de mil novecientos cin­
cuenta y ocho, por la que el Juzgado reconoce la inexistencia 
de servidumbre de paso a través de su finca. Por parte de «Cana 
dell y PUjol», que se trata simplemente de pasar por un camino 
que formalmente es público, y que el asunto ha de entenderse 
lupeditado a la resolución que recaiga en la anterior cuestión 
de competencia, promovida a consecuencia del InterdIcto de 
retener y recobrar instado por doña Ramona Collell contra el 
Ayuntamiento de O;¡assa; 

Visto el artículo cuarenta y uno de la Ley Hipotecaria: 
«Las acciones reales procedentes de los derechos inscritos po­
c1rán ejerCitarse por el procedimiento que señala el párrafo si­
,uience, contra quienes, sin titulo inscrito, se opongan a aQue­
llos d~rechos o perturben su ejercicio, siempre que, por certifi­
cación del Registro, se acredite la vigencia, slIi contradicción 
alguna; del asiento correspondiente. El Juzgado, a instancia del 
titular, adO¡:ltará las medidas que, según las circunstancias, fue- _ 
len necesarias para asegurar en· todo caso el cumplimiento de 
la sentencia que recayere». 

El articulo ciento uno de la Ley de Régimen Local, aparta­
do b): «La administración, conservación y rescate dé supatl'i­
monio; la defensa del forestal contra todos los ataques a su in­

"iegridad, en el sueb y .en el vuelo, aun cuando se trate de mon­
tes no declarados de utilidad pública, y la regulación y aprOVe­
chamiento de los bienes comunales»; 

Considerando que la presente cuestión de competencia se 
.uscita entre el Gobernador cIvil de Gerona y el Juzgado de 
Primera Instancia de PUigcel'dá, por pretender aquella autori­
dad que esta última se aparte del conocimiento del Juicio es­
pecial prevIsto en ei articulo cuarenta y uno de la Ley Hipote­
caria, instado por doña Ramona Collell Perramón contra la 
razón social «Canadell y Pujol», por transitar camiones al ser­
"icio de esta última entidad por un camino existente en una 
1mca propiedad de la señora Collell' Perramón; 

Considerando que la presente cuestión de competencia se 
encuentra prejuzgada por la que sobre un asunto análogo hubo 
de resolver esta Presidencia, en la que sé trataba de determinar 
la competencia en el interdicto de retener y recobrar, instado 
por doña Ramona Collell Perramón contra el Ayuntamiento de 
Ogassa, por haber realizado esta Corporación actos perturbato­
nos de la legítima posesión en la que la primera Se encontraba 
de la misma finca y sobre el mismo camino, que dan base a la 
presenté cuestión de competencia; habiéndose resuelto en aquel 
caso. a la vista de las pruebas existentes en el expediente y de 
los antecedentes de hecho ,del caso, consistentes, sustancialmen­
te, en la sentencia dictada 'por el Juzgado de Puigcerdá en vein­
tidós de, febrero de mil novecientos cincuen~a y ocho, negando 
la exitencia de una pretendida servidumbre de paso por el ca­
mino en cuestión a favor del Ayuntamiento de Ogassa, Que la 
competencia para coñocer de la cuestión entonces suscItada co­
rrespondia a la autoridad judicial; 

Considerando que, como acertadamente manifieEta en el pre­
lente caso, tanto el informe del Ministerio Fiscal como el es­
crito de la razón social «Canadell y PUjol», es manifiesto que la 
presente cuestión de competencia no es más que continuación 
de la entonces suscitada, puesto que, en definitiva. se reitera 
en ella el mismo problema, es claro que ha de seguirse, por los 
mismos fundamentos entonces invocados, el criterio que en ton­

,ces se suscitó; habiéndose declarado entonces, a la vista de los 
articulas cuatrocientos tres de la Ley de Ré~men Local, cin­
cuenta y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civ!l y ciento vein­
ticinco de la vigente Ley de~xpropiaciliÍn Forzosa y treinta de 
la Ley de Régimen Jurídico de la AdministraciÓn del Estado, 

,que, la competencia para conocer del asunto correspondía a la 
autoridad judicial, y no sIendo legitimo dividir la continencia 
.. IYIUIÚO lD&n d1nnu autotidac1.., • ÑW que la ~ 

cuestión de competencia debe decidirse a favor de la autoridad 
Judicial. 

Portado lo cual, de conformidad con el dictamen' del Con­
sejo <le Estado y previa delibemción del Conseja de Ministros 
en su r~unión de veintiséis de enero de mil novecientos sesen­
ta y dos, 

Vengo en deci4lir la presente cuestión de competencia a favor 
de la Jurisdicción ordinaria. 

As! lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid Il 
ocho c;1e febrero de m.U novecientos sesenta y dOB. 

PRANCISCü FRANOO 

DECRETO 271/1962, de 8 de lebrero, por el que se rs­
suelve la cuesLión de competencia surgida entre el Go­
bernador civil de Gerona y el Juez de Primera Instan­
cia de Puigcerdá sobre interdicto de retener 11 recobrar. 

En el expediente de la cuestión de competencia surgida en­
tre el Gobernador civil de Gerona y el Juez de Primera Instan­
cia de Puigcerdá sobre interdicto de retener y recobrar, prómo­
vido pór doña Ramona Collell Perromán contra el Ayuntamien-
to de Ogassa; . 

. Resultando que doña Ramona Collell Perromán entabló de­
manda de interdicto de retener y recobrar la posesión contra 
el Ayuntamiento de Ogassa <Barcelona), alegando ser dueña 
de la heredad conocida con ei nombre de «Serrat de la Rellla», 
sita en término municipal de San Juan de las Abadesas, e ins­
crita a nombre de la demandante en el Registro de la Propi\!­
dad 'cuya propiedad es atravesada por un camino privado ,de 
desemboque que. construido ,en mil novecientos cuarenta y ocho, 
tiene salida a 'la carretera general de Ripoll a San Juan de las 
Abadesas; que el Ayuntamiento de Ogassa es propietario de un 
monte ,comunal situado tierras arriba de la finca propiedad de 
la demanc1ante, y que para la extracción de las talas verifica­
das en dicho monte se ha tolerado por parte de la gemandante, 
y a solicitud del Ayuntamiento de Ogassa, el transporte de ma­
dera a través del caminJ antes mencionaáo, existiendo otr08 
diversos caminos a través de los cuales puede ser también ex­
trida dicha madera, pues conducen, lo mismo que el que atra­
viesa la finca de la demandante, a la carretera de Ripoll a San 
Juan de las Abadesas; que el mencionado Ayuntamiento d.& 
Ogassa había formulado ante el Juzgado de Puigcerdá deman­
da declarativa ordinaria, sol!citando se declarara constitqida 
a su favor servidumbre de paso por- el camino que atraviesá la 
finca de la demandante, recayendo sentencia desestimatoria dlt 
la demanda en veintidós de febréro de mil novecientos cincuen­
ta y ocho, que fué apelada por el Ayuntamiento, Que posterior­
mente desistió tal apelación; que' la expresada señora Collell 
fué requerida, en treinta y uno de mayo dEl- mil novecientos 
cincuenta y ocho, por el repetido Ayuntamiento de Ogassa, para 
que en lo sucesivo se abstuviera de poner obstáculos o limita­
ciones al libre paso por el mencionado camino, apercibiéndola 
de Incurrir en responsabilidad en caso contrario, practicándoslt 
al mismo tiempo diversas actuaciones de hecho por parte dlt 
dicho Ayuntamiento, consistentes en inutil!zar las cadenas pues­
tas en el cruce del camino y la advertencia «camino particulan 
colocada en el mismo; . 

Resultando que interpuesta por)a sefiora Collell demanda 
de interdicto de retener y recobrar ante el ,Juzgado de Puigoer­
dá, y celebrado el oportuno juicio verbal, el. Letrado del Ayun­
tamiento presentó un oficio del Gobernador civil de la provin­
cia reqUiriendo de inhibición al Juzgado, por entender, previo 
informe de la Abogacia del Estado, que si el derecho que 1& 
propIetaria entipndelesionado es de naturaleza civil, ha de es­
tarse a la integra aplicación del articulo cuatrocientos tres dlt 
la Ley de Régimen Local, que establece la imposibilidad de ad­
mitir interdictos contra las providencias dictadas por las COl'­
poracionesmunicipales en materia de su competencia; siendo 
manifiesto ser de su competencia el gobierno y administración 
de los intereses peculiares de los pueblos, en cuyo amplio é.m­
bito notórtamente encaja el caso que se contempla; 

Resultando que comunicados los autos originales al Mm1&­
terio Fiscal y a las partes. aquél y lá representación de la pal'­
te actora se maltifestaron en el sentid) de estimar la compe­
tencia del Juzgado, y la representaCión del Ayuntamiento en el 
sentido de s,er incompetente el mismo; 

Resultando que el Juzgado de _ PUigcerdá, en dieciséis' de 
agosto' de mil novecientos cincuenta y ocho, dictó auto decla­
rándose competente, por entender que -ya, en la sentencia de 
veintidós de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, recalo 
da en el procedimiento anteriormente promovido por el Ayun­
Wntento lMU'ft oOieDeI' la declaradóD. de aerv1dtiD1Wt lObre 1& 
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'finca propiedad de la señora Collell, se declaró que el cammo 
iobre el cual pretendía la citada Corporación establecer dicha 
servidumbre es de propiedad particular, quedando demos.trado 
fehacientemente que existían otras dos vías de acceso al monte 
propiedad del Ayuntamiento, sentencia, que ha quedado firme. 
que está claro que el Ayuntamien to trata de ' conseguir el mis· 
mo fin que entonces no pUdo lo ;¡rar. a traves del prou:~dimientv 

.más explicito, aunque quizá con no más garantiás para tercero, 
de planteamiento de la presente cuestión de competencia; que 
siell:do de propiedad particular el comino en cuestión, su po· 
seedor, al acudir al Juz :sado en demanda de protección de un 
derecho posesorio, lo hace correctamente, al ampa\o del aro 
tículo cincuenta y uno de' la Ley de EnjuiCiamiento Civil. que 

. sienta el principio general de la competencia de -la . jurisdicción 
ordinaria para conocer de los negocios civiles: que si bien es 
verdad que el artículo cuatrocientos tres de la Ley de Régimen 
Local, en su párrafo segundo, establece que no se admitirán 
Interdictos contra las providencias administrativas, ello pre· 
supone que tales providencias ' sean legitimas y que estén dic, 
tadas dentro. de las atribuciones de la autoridad de que pro· 
cedan : y siendo manifiesto que el 'Ayuntamlento de Ogassa 
'carece de fácultades para declarar ni resolver cosa alguna acero 
ca de la exlstp.ncla y mocialtdades del derecho de los particu· 
l¡;rcs, es claro que no procede el requerimiento de Inhibición 
formulado por el Ayuntamiento de Ogassa; 

Resultando que el citado auto fué apelado por el Ayuhta· 
miento ante la Audiencia Territorial de' Barceloha, la cual. por 
dtro de cinco de diciembre de mil noveci ~ntos cincuenta y ocho, 
declaró no haber lugar al r ecurso de apelación Interpuesto; re­
miti¿ndose seguidamente las actuaciones a la Presidencia del 
Gobierno; 

Vistos el articulo cuatrocientos tres de la Ley de Réglineh 
Local :' {(Contra los acuerdos de las autoridades o Corporaciones 

. Locales. que lesionen derechos de carácter civil, podrán ejerci­
tar los interesados las acciones correspondientes en la vía ju· 
diélal ordinaria, No se admir.irán interdictos contra las provi· 
dencias administrativas de las autoridades y Corporaciones lo~ 
cales en materia de su competencia». 

El artículo cincuenta y uno de la Ley de Enjulciáiniento CI· 
vil : «La jurisdicción ordinaria será la úhica competente para 
conocer de 108 negocios civiles que se susciten en territorio es· 
pañol entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y ex­
tranjeros,JI 

El artículo ciento veinticinco de la vigente Ley de Expropla­
c.i6n Forzosa: «Siempre , que sin haberse cumplido los requiSitos 
sustanciales de declaración de utilidad pÚblica o Interés social. 
necesidad de ocupación y previo pago o depósito, según proce­
da, en los términos establecidos en est~ Ley, la Administración 
ocupare o Intentase ocupar la cosa objeto de la expropiación, 
el Interesado poc;l.rá utilizar, aparte de los demás medios lega­
les procedentes, los Interdictos de retener y recobrar, para que 
los jueces le amparen y, en su caso, le le integren en su pose· 
sión amenazada O' perdida,,, . 

El artículo treinta y ocho de la Ley de Régimen Juridlco de 
la Administración del Estado: «Contra las providencias dicla· 
das por las autoridades adrplnlstratlvas en materia de su como 
petencla, y de acuerdo con el procedimiento legalmente estable­
cido, no procede, la acción Interdlctal»; 

Considerando que la presente cuestión de competencia se 
suscita por pretender el Gobernador civil de la provincia de 
Gerona que la jurisdicción ordinaria se Inhiba del conocimien· 
tb del juiciO de Interdicto de recobrar seguido por doña Ra­
mona Collell Perromán contra el Ayuntamiento de Ogassa, por 
actos realizados por este último en' terr.enos propiedad dé 
aquélla; 

Considerando que en el presente caso, y aun prescindiendo 
de antecedentes tan significativos como son el juicio segúldo 
por el Ayuntamiento de Ogassa contra la sefiora Collell con el 
fin de declarar la constitución a su favor de determinada servi­
dumbre, es lo cierto que el Ayuntamiento ha realizado deter­
minados actos perturbadores de la paCifica posesión en que 
doña ~amona Collell Petromán se encontraba como propietaria 
de linea inscrita a su nombre, de unos determinados terrenos, 
coa actos que Implican tal perturbación de hecho, como son 
la remoción de unos carteles, la Inutilización 'de cadenas pues­
tas por la propietaria al borde del camirto y la Intimidación de 
que dejara expedito el paso a través de diChos terrenos;. 

Considerando que, en principio, el enjUiciamiento de tales 
actos, como pérturbatorios de la posesión invocada por la se­
fiorá Collell, corresponae a la jurisdicción ordinaria, de acuerdo 
con el artículo cincuenta y uno de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, siendo preciSO determinar si algún précepto concreto 
enerva aquel principio general, atribuyendo a la Administración 
la competencia para conocer del asunto; 

Considerando que SI bieh es cierto que toda la materia de 
caminos es, según términos de la Ley Municipal <artículo ciento 
uno), competencia de los Ayüntamientos, no lo es menos que. 
según han declarado reiteradamente sucesivos Decretos resó­
lutorios de competencias, cuando el artículo cuatrocientos tres 
de la Ley de R ó:gimen Local prOhibe la interposiCión de inter­
dictos contra las actuaciones de los Ayuntamientos en materia 
de su competencia, ha de entenderse éste último requisito no 
sólo en el sentido de comp2tencia material , sino también en 
el sentido de comp3tencia formal, esto es, que han de ser ac­
tos que no sólo estén atribuidos materialmente a la competen­
cia de las Corporaciones municipales, sino que, además, han 
de haber sido prodUCidos con estricta observancib. de toda la 
tramitación exigIda en los textos correspondientes; doctrina 
Inequivocarilente confirmada por el artículo ciento veinticinco 
de la L~y de Expropiación Forzosa, y también, aunque no séa 
de estricta aplicaCión al caSJ presente, por el artículo treinta 
y ocho de la Ley de Régimen Jurldico de la Administración del 
Estado ; 

, Con~ldernndo. por lo expuest9, que no existen normas que 
atribuyan el conocimiento del asunto que origina la presente 
cuestión a la Administración, debe prevalecer el principio Ité­
neral que establece la competencia de la jurisdicción civil. 

De conformidad con el dictamen del Consejo de Estado, ., 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión de 
veintiséis de enero de mil novecientos sesenta y dos, ' 

Vengo en decidir la presente cuestión de competencia 8 r .. 
vor , de la juri~dicclón ordinaria. 

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid & 
ocho de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 

FRANCISCO FRANCO 

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO 

RESOLUCION de la Dirección General de Plazas y Pr"" 
vincias Africanas por la que se- aplaza la celebractó!'& 
d.e la XIII Exposición de Pintores de Africa, 

A causa de las obras q.ue van a realizarse en la Sala Gaya 
del Circull) de Bellas Artes, la XIII Exposicióh de Pintores de 
Africa, que habia de ser inauguradá el día 1 de marzo, que­
da aplazaJa para celebrarse ~ partir del 23 de abril hasta el 
7 de mayo próximos, . 

Lo que se hace pÚblico para general conocimiento. 
Madrid, 8 de febrero de 1962.-El Di.iector ¡enera!, JotI 

D1az ae Villegas. 

1\11 N 1 S TER 10 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

DECRETO 272/1962, de 1 de febrero, por, el que se cdlt. 
cede la Gran Cruz dé la .orden del Mérito Civil a d<nl 
Carlos Marin de Bernardo Lasheras, 

En l!-tención a las circunstancias que concurren en don CIU'o 
los Marin de Bernardo Lasheras, 

Vengo en concederle la 'Gran Cruz de la Orden del Mérlté 
Civil. 

As! lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid • 
uno de febrero de mil novecientos sesenta' y dos. 

FRANCISCO FRANCO 

. El Ministro de Asun~os Exteriores 
FERNANDO ,MARIA CASTIELLA y MAlZ 

DECRETO 27311962, de 8 de feb'reto, por el que se cm&­
cede la Gran Cruz de la Orden del M érito Civil a don 
Faustino Ruiz González, 

En atención a las cireunstanclas que concurren en don Fa. 
tino Ruiz González, 


